Sobre la coparticipación impositiva entre la Nación y las Provincias
El problema central generado por la distribución de los recursos de la coparticipación federal de impuestos reside en el proceso de pérdida gradual y sistemática que vienen sufriendo los estados provinciales desde la sanción de la ley 23.548, en el año 1988. 

En especial, desde comienzos de los años ’90, con el gobierno justicialista de Menem en adelante, se han generado cambios en perjuicio de los legítimos derechos de las provincias, que vieron disminuidos en forma sustancial sus porcentajes en la distribución primaria de los tributos coparticipables que dispone la mencionada ley, aún vigente.
Esos porcentajes disponen que le corresponde a la Nación el 43 % de los fondos recaudados, y a las provincias el 57% restante. De este último porcentaje, el 1% (conocidos como los ATN) lo dispondrá el Ministro del Interior para atender situaciones de emergencia y desequilibrios financieros de los gobiernos provinciales (lo que ha permitido realizar un manejo absolutamente discrecional de los mismos). El resto se debe transferir automáticamente a cada provincia según los porcentajes estipulados en el mismo texto legal.

Numerosas modificaciones posteriores (en forma de leyes nacionales y decretos del Poder Ejecutivo) fueron quitando recursos que debían recibir las provincias, a partir de distintos argumentos, entre los cuales uno de los más importantes fue el que le quitó el 15% del total de los fondos coparticipables con destino al sistema previsional, cuando se privatizó parcialmente el mismo (con la consiguiente disminución de aportantes y de fondos al sistema oficial).
Cuando en el año 2008 se dispuso el retorno al régimen previsional oficial de todos los aportantes, dejó de tener fundamentos y sentido esa quita del 15 % que la Nación hacía de los recursos de la coparticipación. No obstante, continuó detrayendo esa importante suma y reteniendo para el tesoro nacional los fondos correspondientes. Ello llevó a algunas provincias a reclamar judicialmente las sumas retenidas por la Nación, entendiendo que no le correspondía (y considerando esa retención como una deuda hacia las provincias).
Consecuencia de los cambios sufridos y de los incumplimientos de la legislación vigente, hoy se produce una pérdida gigantesca de recursos que les corresponden a las provincias. Para dar sólo dos ejemplos de esta situación, se puede señalar:

1) Pérdida por violación del piso establecido en el artículo 7º, que sostiene que las provincias no pueden recibir menos del 34% del total de los fondos recaudados por la Nación (tanto los coparticipables como los provenientes del comercio exterior).

Durante el año 2009 las provincias debían recibir nunca una cifra inferior a ese 34% y sin embargo sólo recibieron el 22,85 % del monto correspondiente. 

Eso les significó una pérdida de 25.554 millones de pesos (para Entre Ríos la pérdida fue de casi mil trescientos millones de pesos).
En los cuatro primeros meses del corriente año 2010 (enero-abril), las provincias sólo recibieron el 22,01 %, lo que les significó una pérdida de $ 10.105 millones. Esa cifra equivale (en términos anualizados) a un total de $ 30.315 millones, lo que para Entre Ríos va a representar una pérdida anual de más de mil quinientos treinta millones de pesos.

2) Pérdida por los cambios en la distribución primaria, considerando los porcentajes originales de la ley vigente (57,66% para el conjunto de las provincias).
Durante el año 2009, las provincias recibieron sólo el 27,64 % de los recursos coparticipables, de manera que si se respetara para todos los casos el porcentaje original las provincias deberían haber recibido 56.872 millones de pesos más que lo que recibieron. De esa suma, lo que estaría perdiendo la provincia de Entre Ríos durante el año pasado llega a los 2.883 millones de pesos, por no cumplirse con los porcentajes que la ley establece para la distribución primaria.

En los primeros cuatro meses del corriente año 2010, las provincias han recibido sólo el 26,88% del total, lo que significa una pérdida de $ 21.240 millones entre enero y abril, y que proyectado a todo el año supone una pérdida de más de 63.700 millones de pesos). De esa cifra corresponde a Entre Ríos un monto anual de más de 3.200 millones de pesos.
La situación antes descripta fue llevando a un creciente desfinanciamiento de las finanzas provinciales, lo que las obligó a endeudarse primero con el sistema financiero (poniendo como garantía de la deuda los recursos de la coparticipación que debe enviarles la Nación), y luego con el propio estado Nacional que asumió la titularidad de esa acreencia. Sólo que las deudas se fueron incrementando por los intereses y por la actualización que se realiza por la inflación que se vivió en la Argentina luego del año 2002 (utilizando el índice del CER).

Resultado de esto, los gobiernos provinciales dependen de la discrecionalidad del gobierno central, quien les remite fondos en función de la mayor o menor obsecuencia o alineamiento de los gobernadores con el partido gobernante a nivel nacional.
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